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Para enmendar la Sección 7.4 de la Ley Núm. 45 de 25 de febrero del 1998, según 
enmendada, conocida como “Ley de Relaciones del Trabajo para el Servicio 
Público de Puerto Rico” a los fines de añadir una prohibición adicional, a los 
efectos de que las organizaciones sindicales o el representante exclusivo de una 
unidad apropiada, que represente empleados encargados de la protección y 
seguridad pública, no podrá a su vez representar empleados ajenos a la protección 
y seguridad pública.   

 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

 
La Ley Núm. 130 de 8 de mayo del 1945, según enmendada, conocida como “Ley 

de Relaciones del Trabajo de Puerto Rico”, concedió el derecho a organizar sindicatos y 
a negociar colectivamente a los trabajadores de las instrumentalidades corporativas del 
gobierno que se dedican o puedan dedicarse en el futuro a negocios lucrativos o 
actividades que tengan por objeto un beneficio pecuniario.   

 
En el año 1952, se dispuso en el Artículo II, Sección 17, de la Constitución del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, que: 
 

“Los trabajadores de empresas, negocios y patronos privados y de 
agencias o instrumentalidades corporativas de gobierno que funcionen 
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como empresas o negocios privados tendrán el derecho a organizarse y a 
negociar colectivamente con sus patronos por mediación de 
representantes de su propia y libre selección para promover su bienestar.” 

 
La Constitución, al igual que la Ley Núm. 130, antes citada, guardaron silencio 

en cuanto a los empleados de las agencias del gobierno central, absteniéndose 
igualmente de formular prohibición expresa o tácita que impidiera la eventual 
concesión de similares garantías a este importante sector de nuestra fuerza laboral.   

 
La Ley Núm. 134 de 19 de julio del 1960, según enmendada, y la Ley Núm. 139 

de 30 de junio del 1961, concedieron a los empleados públicos el derecho a organizarse 
en asociaciones “bona fide" a fin de procurar su progreso social y económico y con el 
propósito de promover la eficiencia en los servicios públicos; autorizando también el 
descuento de cuotas a los intregrantes de tales agrupaciones.  Aunque en su desarrollo 
estas organizaciones “bona fide", en ocasiones y en casos determinados negocian “de 
facto”, suscriben cartas contractuales, efectúan actividades concertadas y asumen un 
perfil similar al de una unión tradicional, lo cierto es que carecen de la autorización 
legal necesaria para ello. 

  
Para corregir esa situación, se adoptó la Ley Núm. 45 de 25 de febrero del 1998, 

según enmendada, conocida como “Ley de Relaciones del Trabajo para el Servicio 
Público de Puerto Rico”, su propósito fue conferirle a los empleados públicos en las 
agencias tradicionales del gobierno central , a quienes no aplica la Ley de Relaciones del 
Trabajo de Puerto Rico, el derecho a organizarse para negociar sus condiciones de 
trabajo dentro de los parámetros que se establecen en esta Ley.  Esos parámetros se 
remiten a tres criterios esenciales a saber:   

 
a) Acomodar, dentro de las facilidades fiscales en que se desenvuelve el 

gobierno, el costo correspondiente al mejoramiento de las condiciones de 
trabajo de los empleados públicos; 

 
b) Evitar interrupciones en los servicios que prestan las agencias 

gubernamentales; y, 
 

c) Promover la productividad en el servicio público. 
 
Esta Ley también está predicada en el principio de mérito de modo que el 

sistema de relaciones obrero patronales que se establezca responda a nuestra decisión 
de no discriminar por razón de raza, color, sexo, nacimiento, origen o condición social, 
ideas religiosas, ideas políticas, edad condición de veterano ni condición física o mental 
alguna. 

 



 

 

3 

 

Para la consecución de esos tres criterios esenciales, y en un balance de intereses, 
se establecieron límites a los poderes de las organizaciones sindicales, tales como la 
prohibición de la Sección 7.3, en la cual se prohíbe que una organización sindical 
represente más del treinta y cinco por ciento (35%) de los empleados autorizados a 
formar sindicatos.  Por su parte, la Sección 7.4 en la cual se prohíbe a las organizaciones 
sindicales que representen a empleados encargados de la protección y seguridad 
pública, tener filiales en el sector privado de la economía.  Sin embargo, una laguna en 
la ley, permitiría que una organización sindical pueda representar a empleados de 
gobierno encargados de la protección y seguridad pública, y a su vez representar a 
empleados ajenos a la seguridad pública, que puedan en determinado momento, ser 
intervenidos por miembros de su propia matrícula sindical, que tengan como deber, 
intervenir con miembros de su propia afiliación sindical. 

 
Esta situación, plantea un potencial conflicto de intereses, el cual el gobierno 

tiene que evitar.  Por esa razón, la sindical que represente a empleados encargados de la 
protección y seguridad pública, no puede tener filiales, ni representar a empleados que 
trabajen en el sector privado de la economía, ni representar a empleados públicos ajenos 
a la protección y seguridad pública.   
 
DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:      

Artículo 1.-Se enmienda la Sección 7.4 de la Ley Núm. 45 de 25 de febrero de 1 

1998, según enmendada, para que se lea como sigue: 2 

“Sección 7.4- Prohibición de representar empleados encargados de 3 

la protección y seguridad pública.-  Los empleados de la Defensa Civil, el 4 

Departamento de Corrección y Rehabilitación y los empleados civiles de 5 

la Policía, no podrán tener como representantes exclusivos a 6 

organizaciones sindicales que representen a empleados ajenos a la 7 

protección y seguridad pública y/o con filiales en el sector privado de la 8 

economía.” 9 
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Artículo 2.-Si cualquier parte, palabra o frase de esta ley, fuera declarada ilegal o 1 

inconstitucional por un tribunal de justicia con jurisdicción en el Estado Libre Asociado 2 

de Puerto Rico, ello no afectará otros artículos o secciones de esta Ley. 3 

Artículo 3.-Esta Ley tendrá vigencia inmediata luego de su aprobación.  4 
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